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I. Introducción2

Q uizá la medida más claramente regresiva de la 
iniciativa de reforma electoral que presentó la 
presidenta Claudia Sheinbaum el 4 de marzo 

de 2026 era el debilitamiento de dos insumos básicos 
para la competencia electoral: el financiamiento públi-
co y el acceso a la radio y la televisión. No se trataba 
de ajustes menores ni de elevar a rango constitucional 
disposiciones que ya se encontraban en el ordenamiento 
jurídico. Se trataba de un ataque directo a dos de los 
pilares que han sostenido, con todas sus imperfeccio-
nes, la posibilidad de que las elecciones en México sean 
mínimamente competidas. Dicho de otro modo: se trata 
de condiciones que han permitido que se cumpla la re-
gla de oro de la democracia: que las minorías políticas 
de hoy puedan convertirse en las mayorías políticas de 
mañana (y viceversa).

Para comprender el alcance de estos recortes conviene 
recordar algo que debería ser obvio, pero que la retórica 
oficialista se empeña en oscurecer: todas las eleccio-
nes cuestan, y cuestan muchísimo dinero. En cualquier 
democracia, para que haya elecciones, tiene que haber 
campañas y para que haya campañas, tiene que haber 
financiamiento. El financiamiento público y el acceso 
gratuito a medios electrónicos fueron diseñados preci-
samente para garantizar condiciones mínimas de equi-
dad entre los competidores, para que el resultado de las 
elecciones no dependiera del tamaño de la cartera o de 
la cercanía con los poderes mediáticos.

II. El recorte al financiamiento público

La iniciativa reducía en un 25% el financiamiento público 
destinado a las actividades ordinarias permanentes de los 
partidos políticos —y, en consecuencia, al financiamiento 
de campañas—. El mecanismo era técnico: se dismi-
nuía el factor de cálculo de la fórmula constitucional del 
65% al 48.75% del valor diario de la Unidad de Medida y 
Actualización (UMA), multiplicado por el número total de 
ciudadanos inscritos en el padrón electoral. En términos 
prácticos, el efecto era tan sencillo como brutal: de cada 
cuatro pesos de financiamiento público lícito que reciben 
hoy los partidos, uno desaparecería.

El gobierno quiso vender esta medida como un acto de 
austeridad republicana. Pero la austeridad en el financia-
miento electoral no es virtud cuando el verdadero pro-
blema es la simulación. Y en México, la simulación en 
materia de financiamiento es de magnitudes alarman-
tes. Hoy vivimos una absoluta ficción: la mayor parte 
del dinero que reciben y gastan los partidos políticos no 
es legal, ni se reporta, ni entra en sus contabilidades. 
Es dinero ilícito que puede provenir de contratistas del 
gobierno, de los grandes intereses económicos, del des-
vío de recursos públicos o, peor aún, de la delincuencia 
organizada y el narcotráfico.

La medida de esta simulación ha sido documentada 
con rigor. Estudios como el de Casar Pérez y Ugalde 
Ramírez (2018, p. 86) estiman que por cada peso que 
se reporta oficialmente hay otros 15 pesos de dinero 
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sucio. Lo que haría la iniciativa de Sheinbaum, lejos 
de corregir este problema, sería agravarlo: al quitarle 
uno de cada cuatro pesos de financiamiento lícito a los 
partidos, incrementa su dependencia del dinero ilegal. 
México necesitaba una reforma contra la narcopolítica; 
la presidenta presentó una que profundiza la depen-
dencia del financiamiento ilícito.

Decir que esta medida era regresiva en materia de inte-
gridad electoral es una conclusión que se desprende de 
cualquier análisis serio de las condiciones de la compe-
tencia electoral en México. Si el problema central del 
financiamiento en nuestro país es la penetración y la pre-
valencia del dinero sucio, la respuesta racional no puede 
ser recortar el dinero limpio. 

III. El impacto desproporcionado 
en la oposición

Hay que decirlo con todas sus letras: esta medida no gol-
peaba a todos por igual. Habría afectado de manera des-
proporcionada a los partidos de oposición, por una razón 
estructural que no es difícil de advertir: son quienes más 
dependen del dinero lícito. Morena y sus aliados tienen 
un acceso enormemente mayor al financiamiento ilícito, 
por la simple razón de que controlan el gobierno federal, 
la gran mayoría de los gobiernos estatales y buena parte 
de los municipales. En México, desde hace años, contro-
lar el gobierno significa tener acceso a recursos públi-
cos que pueden desviarse a redes de contratistas que 
pueden presionarse y a una maquinaria burocrática que 
puede movilizarse. Además, las inversiones de financia-
miento ilícito suelen concentrarse en los candidatos más 
competitivos —es decir, en los del partido gobernante—, 
porque para quien invierte dinero ilegal en una campaña, 
lo racional es apostar por quien tiene mayores probabili-
dades de ganar.

El resultado era previsible: un recorte generalizado del 
financiamiento público terminaba beneficiando al oficia-
lismo y perjudicando a la oposición. No porque Morena 
sea Morena, sino porque es el partido que está en el 
poder —y en una posición nunca antes vista en la historia 
de la democracia mexicana—. Así funciona la lógica del 
dinero en la política. Lo que el gobierno presentaba como 
una medida de ahorro era, en realidad, una estrategia 
para inclinar aún más la cancha.

IV. La reducción del acceso 
a la radio y televisión

La iniciativa también reducía los tiempos en radio y tele-
visión disponibles para los partidos durante los periodos 
de campaña, de 48 a 35 minutos diarios, una disminución 
de más del 27%. No se trataba ni de un recorte menor 
ni de un insumo irrelevante. Como se sabe, la Consti-
tución prohíbe que los partidos políticos, los candidatos 
y cualquier otra persona compren publicidad en radio 
y televisión. En su lugar, los partidos reciben acceso 
gratuito a los tiempos de transmisión asignados por la 
autoridad electoral, distribuidos según la fórmula bien 
conocida: 30% de manera igualitaria y 70% de manera 
proporcional. 

Este modelo fue producto de la reforma constitucional 
de 2007. Su propósito era claro: evitar el poder des-
medido que tenían las radiodifusoras y las televisoras 
al negociar con los partidos políticos, evitar que buena 
parte del financiamiento público se destinara a la com-
pra de espacios en medios de comunicación y brindar un 
piso mínimo de igualdad. Reducir en más de una cuarta 
parte el tiempo disponible no era una medida trivial: era 
un debilitamiento directo del mecanismo que permite a 
los partidos llegar a la ciudadanía en condiciones míni-
mamente equitativas. Y, de nuevo, los principales afec-
tados eran los partidos de oposición, en la medida en 
que, como se ha visto, son quienes más dependen de los 
recursos lícitos.

El recorte de tiempos en los medios debe leerse en 
conjunto con el recorte del financiamiento público. No 
estábamos ante dos medidas aisladas, sino ante una 
estrategia coherente que apuntaba en la misma direc-
ción: debilitar los recursos con los que cuentan los com-
petidores electorales para hacer campaña. Y, como ya 
se dijo, ese debilitamiento no afectaba a todos por igual.

V. El engaño a la austeridad

El discurso oficial insistía en que estas medidas responden 
a un principio de austeridad republicana. Pero conviene 
no dejarse engañar. Cuando la presidenta Sheinbaum 
optó por presentar un PowerPoint en vez de la inicia-
tiva, las diapositivas tramposas intentaron sustituir a las 
disposiciones jurídicas. Así se habló, haciendo eco de la 
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retórica de la austeridad, de un supuesto “[d]ecremento 
del 25% en el costo de las elecciones”. 

Con el tiempo quedó claro que las diapositivas decían 
cosas relevantes, pero el mayor problema no era lo que 
decían, sino lo que omitían (Martín Reyes, 2026b). Y 
entre lo que omitían estaba, precisamente, el impacto 
real de los recortes en las condiciones de la competencia: 
cortar uno de cuatro pesos de financiamiento lícito no era 
reducir el costo de las elecciones, sino minar uno de los 
pilares más elementales de la competencia electoral.

La austeridad, en abstracto, puede ser un valor. Pero 
el austericidio —la austeridad mal entendida, aplicada 
sin diagnóstico y sin considerar el contexto— puede ser 
profundamente regresivo. En un país donde el financia-
miento ilícito es la norma y no la excepción, menguar el 
financiamiento público no es ser austero: es ser cómplice 
de una simulación que favorece al poder.

Quienes celebran estos recortes olvidan —o prefieren 
ignorar— que el statu quo ya es inaceptable. Como he 
sostenido antes: que no haya reforma electoral es permitir 
que siga la regresión autocrática (Martín Reyes, 2026a). 
Pero que la reforma consista en recortar los recursos líci-
tos sin combatir los ilícitos es, francamente, peor. Es pro-
fundizar la regresión bajo el disfraz de la austeridad.

VI. Lo que la reforma debió hacer

En lugar de recortar el financiamiento público y los 
tiempos en medios, la reforma debió tomar el toro por 
los cuernos y abordar frontalmente el problema del 
financiamiento ilícito. Y aquí hay que reconocer que la 
iniciativa de Sheinbaum contenía algunas disposiciones 
positivas en esta materia, aunque claramente insufi-
cientes. La iniciativa constitucionalizaba la prohibición 
de recibir financiamiento extranjero, prohibía las apor-
taciones en efectivo y establecía que todas las aporta-
ciones privadas deberían realizarse a través del sistema 
financiero nacional. 

Son medidas que apuntaban en la dirección correcta, 
pero no compensaban el daño que causaban los recortes. 
Las medidas de fiscalización son necesarias —eso nadie 
lo cuestiona—, pero no pueden servir de coartada para 
debilitar las condiciones de la competencia.

Lo que México necesitaba era una reforma que corrigiera 
la simulación en el financiamiento de la política. Una 
reforma que, como he insistido, combatiera de verdad 
la corrupción y enfrentara el problema del dinero sucio 
en las campañas. Una reforma que estableciera topes de 
campaña realistas; que abriera la discusión sobre si es 
sostenible el principio de que el financiamiento público 
debe prevalecer —y que hoy es poco más que ciencia 
ficción, por la simulación que he descrito—; que abriera 
la discusión sobre la necesidad de que los partidos ten-
gan fuentes privadas, pero limitadas y bien fiscalizadas; 
que fortaleciera las capacidades de fiscalización del INE; 
y que endureciera, en la realidad, las consecuencias para 
quienes operen con recursos ilícitos. Como se ha mos-
trado en diversos trabajos, otra reforma electoral sí es 
posible: una que mejore las condiciones de competencia, 
combata la simulación y permita una mejor fiscalización 
(Martín Reyes y Marván Laborde, 2026a).

En cambio, la presidenta optó por una propuesta que 
recortaba lo lícito y dejaba prácticamente intacto lo ilí-
cito. O para decirlo en los términos en que he venido 
planteando esta discusión: donde había que corregir, se 
optó por profundizar.

VII. El riesgo de la legislación secundaria

Pero el análisis no puede detenerse en la iniciativa cons-
titucional. Quizá lo más importante es lo que viene des-
pués. Porque la discusión no terminará con esta primera 
propuesta. Incluso si se eliminan los aspectos más regre-
sivos de la iniciativa —o incluso si no se aprueba, por el 
bloqueo del PVEM o del PT—, Morena siempre tendrá la 
oportunidad de aprobar una reforma de leyes secundarias 
que sea igualmente regresiva. 

Y no es especulación: así lo hizo López Obrador cuando 
fracasó su Plan A y optó por su Plan B (Martín Reyes y 
Marván Laborde, 2026b). La propia presidenta ha dicho, 
sin dar muchos detalles, que tiene un plan alternativo. 
Y en ese escenario, el panorama es francamente malo. 
Para una reforma legal, Morena ya no necesita a todos 
sus satélites. Y si se aprueba, no tendremos, como en 
el pasado, una Suprema Corte mínimamente indepen-
diente que pueda impedirla. La vieja Corte detuvo el 
Plan B de López Obrador. La nueva Corte —capturada, 
subordinada, sometida a la amenaza permanente de 
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juicios políticos y de desafueros— difícilmente frenará a 
la presidenta.

Por eso, hay que prestar atención no sólo a los cambios 
que aparecen en el texto constitucional, sino también a lo 
que puede venir en la legislación secundaria. El recorte del 
25% en el financiamiento y del 27% en el acceso a medios 
son medidas por demás regresivas. Pero lo pésimo es que 
quizá lo peor está por venir.

VIII. Conclusión: regresión presente y futura

El recorte del financiamiento público y del acceso a la 
radio y la televisión no era una medida de austeridad, sino 
una medida de regresión. Debilitaba los recursos lícitos 
de la competencia electoral en un país donde el dinero 

sucio ya es la norma. Afectaba desproporcionadamente 
a la oposición. Reducía la visibilidad de los competidores 
en los medios de comunicación. Y abría la puerta a que, 
por la vía de la legislación secundaria, estas regresiones 
se profundizaran aún más. Sólo desde la ignorancia o la 
mentira cabía celebrar una regresión por ser comparati-
vamente menor que la que proponía López Obrador. Que 
la iniciativa de Sheinbaum fuese menos destructiva que 
el Plan C electoral no la convierte en una buena reforma, 
la convertía, simplemente, en una regresión de menor 
calibre. Pero regresión al fin.

No hay elecciones sin campañas y no hay campañas sin 
financiamiento. Lo que está en juego no es un asunto de 
contabilidad. Es la posibilidad de que sigamos teniendo 
elecciones mínimamente libres, competidas y equitativas, 
para que algún día los malos gobiernos paguen la cuenta.




